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Resolución H. Consejo Superior

Número: 

Referencia: EX-2021-00792217- -UNC-AVG#DCU

 
VISTO:

El Informe Técnico elaborado al orden 2 por el Equipo Interdisciplinario para el Abordaje
de la Violencia de Género en el Ámbito de la U.N.C. con relación a la denuncia
receptada en el Acta ad hoc N° 469/21 (orden 4); y

CONSIDERANDO:

Que la denuncia, formulada el 20 de diciembre de 2021 por XIJO VILLADA (DNI
32.683.560), estudiante de la Facultad de Artes, refiere a la discriminación de que
habría sido objeto por identidad de género y/u orientación sexual (violencia simbólica y
violencia institucional) con agresiones verbales vertidas por una persona que no
pertenecería a la comunidad universitaria y de quien dice desconocer identidad;

Que, asimismo, refiere a que toda la estructura universitaria en términos reales no
garantiza un espacio de inclusión a personas de su identidad de sexo y de su condición
socioeconómica y sindica a la máxima autoridad de la Casa como responsable en torno
a estas situaciones de violencia ocurridas dentro del ámbito institucional de la
Universidad;

Que se pretende responsabilizar al Sr. Rector por no haber tomado las medidas
necesarias para garantizar el respeto a la identidad, a la sexualidad, a la expresión de
género de la comunidad universitaria, por un hecho de un tercero que no ha podido ser
identificado;

Que, al no pertenecer a la comunidad universitaria, esa persona no estaría sujeta a la
potestad disciplinaria de esta Casa, por lo que no procede dar inicio a una investigación
administrativa;

Que el deber de seguridad que corresponde a la autoridad tiene como límite
infranqueable la razonable utilización de los instrumentos con los que se cuenta,
teniendo en consideración la previsibilidad del evento dañoso;

Que, como lo señala la jurisprudencia nacional, no puede exigirse a las autoridades de



esta Casa una garantía de indemnidad frente a cualquier hecho dañoso;

Que, al respecto, se ha cumplido con la obligación al contratar los servicios adicionales
de seguridad y vigilancia conforme los alcances previstos en la Ley 4982/68 y su
Decreto Reglamentario 5303/76 y modificatorias, servicio cuyo personal depende de sus
mandos naturales;

Que esta Universidad ha desplegado grandes esfuerzos a fin de garantizar la igualdad
de derechos a todos los integrantes de esta comunidad universitaria, los que han sido
materializados a través del dictado de normas, cursos, campañas de concientización,
entre otros;

Que, por tanto, y habiéndose tomado las medidas legítimas y razonables por parte de la
U.N.C. a fin de dar cumplimiento con el deber de seguridad, no se ha configurado
incumplimiento o falta alguna que amerite una investigación en los términos de la Ord.
HCS 9/12;

Que, giradas las actuaciones a la Dirección de Asuntos Jurídicos, la Abogada Asesora,
tras un minucioso análisis y estudio del caso y con fiel observancia de la legislación
vigente en la materia, emite el Dictamen N° DDAJ-2022-69783-E-UNC-DGAJ#SG
(orden 9) que este H. Cuerpo comparte en todos sus términos y hace suyo;

Por ello, y teniendo en cuenta lo aconsejado por la Comisión de Vigilancia y Reglamento
en su despacho del orden 13,

EL H. CONSEJO SUPERIOR DE LA

UNIVERSIDAD NACIONAL DE CÓRDOBA

R E S U E L V E :

ARTÍCULO 1º.- Disponer el archivo de las presentes actuaciones, en consideración al
Dictamen N° DDAJ-2022-69783-E-UNC-DGAJ#SG obrante al orden 9 y que se anexa a
la presente.

ARTÍCULO 2°.- Notifíquese, comuníquese y pase para su conocimiento y efectos a la
Defensoría de la Comunidad Universitaria.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL H. CONSEJO SUPERIOR A DOCE
DÍAS DEL MES DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIDÓS.
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Dictamen de Dirección de Asuntos Jurídicos


Número: 


Referencia: EX-2021-792217-UNC-AVG#DCU


 
Sr. Abogado Director:


Vienen estas actuaciones en las que Xijo Villada, DNI 32.683.560, estudiante de la Facultad de
Artes, expone haber sufrido agresiones verbales por parte de una Señora cuya identidad se
desconoce.


Explicita en su denuncia que el hecho ocurrió el día 15 de Octubre de 2021, en las
inmediaciones de la Secretaría de Asuntos Estudiantiles (en donde se ubica el vacunatorio de
COVID) y que en tal oportunidad, solicitó la colaboración de un policía que se encontraba en el
lugar.


 Agrega que “responsabiliza a Hugo Juri como responsable en torno a estas situaciones de
violencia ocurridas dentro del ámbito institucional de la UNC, quien como máxima autoridad ha
sido partícipe primero, en acuerdos con el gobierno provincial en el uso de los establecimientos
educativos, con fines de actividades en torno al COVID, donde no tomaron medidas ni
responsabilidad, ni compromiso, para la comunidad universitaria respecto al respeto a la
identidad, a la sexualidad, a la expresión de género , en esas actividades de manera visible,
concreta, concisa, para que quienes concurren con fines distintos a los educativos supieran y se
informaran que esos espacios físicos normativos e institucionales de la UNC garantizan la
inclusión y el respeto y no se tolera ningún tipo de violencia al respecto”.  


A la orden #4 luce glosado Informe Técnico del Equipo Interdisciplinario para el abordaje de la
Violencia de Género en el ámbito de la UNC, en el cual se “recomienda que teniendo en cuenta
las circunstancias e historial del caso en concreto se inicie la investigación correspondiente
para constatar o desestimar los hechos relatados en la denuncia, y hacer un seguimiento de la
situación de permanencia de la estudiante”.


Debe señalarse que mediante la R.R. Nº 12/2021, el Sr. Rector puso a disposición del Gobierno
de la Provincia de Córdoba el predio del Comedor Universitario y las instalaciones circundantes
al mismo a los efectos de montar un centro de vacunación contra la COVID-19, en función de la
responsabilidad social que se impone como misión de la Universidad, de acuerdo a lo
establecido en el art. 2 inc. e) de los Estatutos Universitarios: “Misión de la Universidad. La
Universidad, como institución rectora de los valores sustanciales de la sociedad y el pueblo a
que pertenece, tiene los siguientes fines: (…) e) Proyectar su atención permanente sobre los
grandes problemas y necesidades de la vida nacional, colaborando desinteresadamente en su







esclarecimiento y solución.”


 


Así las cosas, se advierte que se pretende responsabilizar al Sr. Rector por no haber tomado las
medidas necesarias, para garantizar el respeto a la identidad, a la sexualidad, a la expresión de
género de la comunidad universitaria, ello en virtud de un hecho de un tercero que no ha podido
ser identificado.


Al respecto, cabe aclarar que  tal como se indica en la propia denuncia, esa persona no
pertenecería a la comunidad universitaria y por lo tanto no estaría sujeta a la potestad
disciplinaria de esta Casa.      


En definitiva, acusa a la autoridad por incumplimiento del deber de seguridad.


En tal sentido, en el caso “Mosca” la Corte Suprema sostuvo: “el servicio de seguridad no está
legalmente definido de modo expreso y determinado, y mucho menos se identifica con una
garantía absoluta de que los ciudadanos no sufran perjuicio alguno derivado de la acción de
terceros. Consagrar una regla de este tipo es una decisión que el legislador no ha tomado, y que
no registra antecedentes en el derecho comparado. Por lo demás, sería irrazonable que el
Estado sea obligado a que ningún habitante sufra daños de ningún tipo, porque ello requeriría
una previsión extrema que sería no sólo insoportablemente costosa para la comunidad, sino que
haría que se lesionaran severamente las libertades de los mismos ciudadanos a proteger.


Como conclusión no puede afirmarse (…) que exista un deber de evitar todo daño, sino, en la
medida de una protección compatible con la tutela de las libertades y la disposición de medios
razonables.


… se debe apreciar si se dispusieron medios razonables para el cumplimiento del servicio”. (El
resaltado me pertenece). (C.S.J.N. en autos: “Mosca, Hugo Arnaldo c/ Buenos Aires, Provincia
de (Policía Bonaerense) y otros s/ daños y perjuicios”.)


Este deber de seguridad, que corresponde a la autoridad, tiene como límite infranqueable la
razonable utilización de los instrumentos con los que se cuenta, teniendo en consideración la
previsibilidad del evento dañoso.


Lo que se debe analizar es si la administración desplegó un comportamiento adecuado, teniendo
en cuenta los medios que dispuso en dicha ocasión.


Por ende, y tal como lo señala la jurisprudencia nacional, no puede exigirse a las autoridades de
esta Casa, una garantía de indemnidad frente a cualquier hecho dañoso.


De lo que no existe duda, es que pesa sobre su cabeza la obligación de arbitrar las herramientas
que comprensiblemente puedan prevenir un suceso lesivo.


En este caso concreto, y tal como se manifiesta en la denuncia, luego de ocurrido el hecho en las
instalaciones utilizadas como Vacunatorio COVID-19 (R.R. Nº 12/2021), se hizo presente
personal de la Policía de Córdoba.


De acuerdo a la información suministrada por el responsable de Seguridad de esta Universidad,
se trata de  Servicios Adicionales de Seguridad y Vigilancia conforme a los alcances previstos
en la Ley Nº 4982/68 y su Decreto Reglamentario Nº 5303/76 y modificatorias, solicitados por
esta Casa.


Al respecto, cabe apuntar que si bien las entidades públicas o privadas son quienes pactan sobre







tales servicios, “El personal designado sólo podrá ser utilizado en funciones de vigilancia y
seguridad, con relación exclusiva a las tareas que se consignen en la correspondiente solicitud y
en todos los casos dependerá de sus mandos naturales”  (art. 9 Dcto. Nº 5303/76).


Por ende, puede sostenerse que el Sr. Rector ha cumplido con su obligación, al contratar el
servicio, ya que resulta claro que las instrucciones técnicas en cuánto al accionar policial emanan
de los superiores jerárquicos de la propia fuerza.    


De otro costado, no pueden soslayarse los grandes esfuerzos desplegados por esta Universidad a
fin de garantizar la igualdad de derechos a todos los integrantes de esta comunidad universitaria,
los que han sido materializados a través del dictado de normas, cursos, campañas de
concientización, entre otros.


Por todo lo apuntado, resulta adecuado concluir que se han tomado las medidas legítimas y
razonables a fin de dar cumplimiento con el deber de seguridad, por lo que discrepando con la
recomendación del Equipo Interdisciplinario, soy de la opinión que respecto a la denuncia
formulada en contra del Sr. Rector, no se ha configurado incumplimiento o falta alguna por su
parte que amerite una investigación en los términos de la O.H.C.S. Nº 9/12.


En relación al hecho de las agresiones verbales, entiendo que al no haberse podido identificar al
agresor y consecuentemente determinar su pertenencia a la comunidad universitaria, tampoco
corresponde dar inicio a una investigación administrativa.


En conclusión, y de compartir criterio, podrá el H.C.S. (art. 23 O.H.C.S. Nº 9/12) ordenar el
archivo de los presentes obrados.


Así dictamino.-
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